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SENTENCIA 

En Las Palmas de Gran Canaria, a 4 de junio de 2018. 

Vistos por Dña. Paloma Bono López, Magistrada-Juez del Juzgado de Primera Instancia núm. 
8 de Las Palmas de Gran Canaria y su partido, los presentes autos de juicio ordinario núm. 
547/17, promovidos a instancia de Dña. X y D. X, representados por el Procurador D./Dña. 
Silvia González Pérez y asistidos del Letrado D./Dña. Juan Luis Pérez Gómez-Morán, contra 
BANCO SANTANDER, S.A., representado por el Procurador D./Dña. X y asistido del Letrado 
D./Dña. X 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Previo reparto, correspondió a este juzgado demanda de juicio ordinario, 
interpuesta por la representación de la parte actora en la que, previa alegación de los hechos y 
fundamentos jurídicos que tuvo por convenientes, terminó suplicando que se dictara sentencia 
por la que se accediera a lo solicitado. 

SEGUNDO.- Declarada la competencia de este Juzgado para el conocimiento de la presente 
demanda, se admitió a trámite la misma disponiéndose el emplazamiento del demandado para 
que contestara a la demanda lo que verificó mediante escrito en el que solicitaba la 
desestimación de las pretensiones de la parte actora. 

TERCERO.- Convocadas las partes a la audiencia previa señalada en la ley, comparecieron 
ambas en legal forma. Abierto el acto y descartado el acuerdo, las partes se ratificaron en sus 
respectivos escritos, manifestaron su posición sobre documentos presentados de contrario, 
fijaron los hechos controvertidos y propusieron los medios de prueba que constan en autos. 
Tras resolverse sobre la admisión de la prueba, se convocó a las partes a la celebración de 
juicio. 

CUARTO.- Llegados el día y hora señalados para la celebración de juicio, se procedió a la 
práctica de la prueba con el resultado que obra en autos y tras, formular las partes sus 
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conclusiones e informes, quedaron los autos conclusos para sentencia. 

QUINTO.- En la tramitación de este procedimiento se han observado todas las prescripciones 
legales vigentes, excepto los plazos por el volumen de asuntos que tramita este Juzgado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- A través de la demanda que ha dado lugar a los presentes autos Dña. X y D. X 
solicitan la nulidad del contrato denominado “Intercambio de tipos de interés” por concurrir 
vicio del consentimiento. 

Alegan en apoyo de su pretensión que en mayo de 2008 la entidad demandada se puso en 
contacto con los actores y les ofreció un producto que, según manifestó, resolvería los 
problemas que la creciente subida del EURIBOR estaba provocando, pues mediante su 
contratación “pagarían un interés fijo” en el préstamo hipotecario que habían suscrito en junio 
de 2006. La falta de información sobre los verdaderos riesgos del producto o sobre los costes 
de cancelación y en general el incumplimiento de los deberes de información que 
correspondían a la entidad de crédito unido a la nula formación económica de los actores y 
perfil inversor determinan la existencia de error determinante de la nulidad del contrato. 

Subsidiariamente solicitan que la demandada sea condenada a indemnizar los daños y 
perjuicios causados como consecuencia de la actuación desleal y negligente en la labor de 
intermediación. 

No obstante en el trámite de conclusiones la parte actora hizo alusión a la nulidad del contrato 
por falta de causa o a la nulidad por infracción de la normativa protectora de consumidores y 
usuarios. 

La parte demandada se opuso a las pretensiones de los actores negando la legitimación activa 
de X al haberse otorgado el contrato únicamente por Dña. X sin que el hecho de que el 
contrato de préstamo hipotecario fuera firmado por ambos actores justifique que deba 
reconocerse legitimación al Sr. X para solicitar la nulidad del swap al ser un contrato 
independiente de aquél. Asimismo opuso la caducidad de la acción al entender que el plazo de 
cuatro años previsto en el art. 1.301 CC debe computarse desde la fecha en que la actora 
tuvo conocimiento cabal de los efectos y riesgos del contrato y que los contratado no se 
correspondía con el consentimiento emitido por lo que, habiéndose producido la primera 
liquidación negativa en el año 2010, considera caducada la acción al haber transcurrido 
más de cuatro años desde esa fecha hasta la presentación de la demanda en el año 2017. 

En todo caso, tras exponer que la actividad empresarial desarrollada por la actora -empresaria 
dedicada al negocio del video juego- permite reconocerle capacidad para entender el 
clausulado del contrato, la entidad demandada opuso el correcto cumplimiento de sus 
obligaciones al haberse informado por los empleados del banco que se trataba de un producto 
que permitía estabilizar sus costes financieros ante la evolución de los tipos a que tenía 
referenciados sus préstamos, realizándose escenarios que podrían producirse (simulaciones 
positivas y negativas) alcance y efectos. Añade que, aun cuando no era exigible en la fecha de 
contratación la normativa MiFID y en todo caso los test no son necesarios si se conoce por 
otras fuentes el perfil del cliente, la demandada sometió a la actora al oportuno test que se 
aportó como documento n.º 2. 
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Por último se opuso a la acción ejercitada de forma subsidiaria por entender no sólo que no 
existió incumplimiento de las obligaciones que le correspondían sino porque un eventual 
incumplimiento de las obligaciones de información precontractual no pueden justificar la 
resolución del contrato. En cualquier caso, considera que, aún admitiéndose la existencia de 
una indemnización, ésta debe mitigarse como consecuencia de la actuación de la actora al 
haber permitido que despliegue todos sus efectos sin efectuar reclamación alguna hasta la 
interposición de la presente demanda. 

En cuanto a las alegaciones vertidas en trámites de conclusiones, la parte demandada se 
opuso a la nulidad por falta de causa y a la invocación de la normativa protectora de 
consumidores y usuarios al sostener que su invocación en dicho trámite implicaba una 
alteración del objeto del proceso. 

SEGUNDO.- Expuestas las alegaciones de las partes debe acogerse en primer lugar las 
alegaciones realizadas por la demandada en conclusiones en relación a los motivos de nulidad 
invocados de contrario en ese mismo trámite al suponer dicha alegación una infracción de lo 
dispuesto en el art. 412 LEC cuyo fundamento último es garantizar el derecho de defensa de 
las partes. Por tanto, no podrá ser examinada ni la nulidad por falta de causa ni la infracción de 
normas protectoras de consumidores y usuarios que se invocó en trámite de conclusiones. 

Sentado lo anterior y por lo que se refiere a la acción de anulabilidad ejercitada con carácter 
principal en la demanda, se hace necesario dar respuesta a las dos cuestiones previas 
planteadas en la contestación. 

En efecto, la demandada opuso la falta de legitimación activa del Sr. Xal sostener que, al no 
haber otorgado el contrato, no está legitimado para solicitar su nulidad. 

Es cierto que en la demanda se alegó que ambos demandantes intervinieron en todas las 
fases del contrato. Sin embargo, no existe ninguna prueba que así lo acredita pues en primer 
lugar y lo que es más importante, el contrato litigioso sólo se encuentra rubricado por Dña. X y 
es ella  sólo la que aparece identificada como  “interviniente” o “cliente” en el 
documento; Dña. X es la única que aparece también identificada en el Contrato Marco de 
Operaciones Financieras y su anexo y quien lo firma y también aparece identificada sólo la 
Sra. X en los documentos remitidos por el banco durante toda la vida del contrato a fin de 
informar del resultado de las liquidaciones. Así también lo refirió el testigo quien declaró que D. X 
tampoco intervino en ninguna de las conversaciones o negociaciones por lo que no existe 
siquiera indicio de que, pese a haberse documentado de esta forma el contrato, el   mismo   
fue en realidad otorgado también por D. X. 

El hecho de que el préstamo cuyo costes pretendía estabilizarse a través de este contrato se 
hubiera suscrito también por D. X resulta irrelevante pues, como alega la entidad 
demandada, se trata de contratos independientes –de ahí uno de los riesgos que comporta-; 
asimismo resulta irrelevante que la cuenta corriente a la que estaba vinculada el contrato fuera 
de titularidad de ambos demandantes pues ello solo implica que las liquidaciones, ya fueran 
positivas o negativas, se abonarían o cargarían en dicha cuenta. Por tanto, la falta de 
legitimación activa de D. X debe ser estimada. 

Se opone también como cuestión previa a la anulabilidad del contrato la posible caducidad de 
la acción por trascurso del plazo de cuatro años previsto en el art. 1.301 CC. 
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Sobre este asunto, la sentencia del Pleno 89/2018, de 19 de febrero de 2018 resulta de interés 
al aplicar la doctrina iniciada a partir de su sentencia 12 de enero de 2015 a ciertos contratos 
de tractos sucesivos en los que la consumación del contrato se identifica, no con el momento 
de su perfección, sino con el su extinción o agotamiento de la relación contractual. 

La citada resolución recordó en primer lugar la doctrina expuesta en la sentencia del Pleno 
núm. 769/2014, de 12 de enero de 2015 antes citada señalando que dicha resolución “i) negó 
que la consumación del contrato hubiera tenido lugar con su perfección; ii) citó sentencias de 
la sala en las que se ha precisado cuándo se produce la consumación en ciertos contratos de 
tracto sucesivo como la renta vitalicia, la sociedad o el préstamo; y iii) sentó como doctrina la 
de que «en relaciones contractuales complejas como son con frecuencia las derivadas de 
contratos bancarios, financieros o de inversión, la consumación del contrato, a efectos de 
determinar el momento inicial del plazo de ejercicio de la acción de anulación del contrato por 
error o dolo, no puede quedar fijada antes de que el cliente haya podido tener conocimiento de  
la existencia de dicho error o dolo»”. 

Y a continuación expuso que: 

“Mediante una interpretación del art. 1301.IV CC ajustada a la naturaleza compleja de las 
relaciones contractuales que se presentan en el actual mercado financiero, la doctrina de la 
sala se dirige a impedir que la consumación del contrato, a efectos de determinar el momento 
inicial del plazo de ejercicio de la acción de anulación del contrato por error o dolo, quede fijada 
antes de que el cliente haya podido tener conocimiento de la existencia de dicho error o dolo. 

De esta doctrina sentada por la sala no resulta que el cómputo del plazo de ejercicio de la 
acción deba adelantarse a un momento anterior a la consumación del contrato por el hecho de 
que el cliente que padece el error pueda tener conocimiento del mismo, lo que iría contra el 
tenor literal del art. 1301.IV CC , que dice que el tiempo para el ejercicio de la acción empieza a 
correr «desde la consumación del contrato»”. 

Lo expuesto en la citada resolución que ha sido nuevamente confirmada en la más reciente 
sentencia del Tribunal Supremo de 10 de abril de 2018 (recurso núm. 686/2015) lleva en primer 
lugar a rechazar las alegaciones de la parte demandada cuando sitúa el dies a quo del plazo 
de caducidad en el momento en que la actora tuvo conocimiento del error padecido al 
practicarse la primera liquidación negativa el 30 de junio de 2010 pues, tratándose de un 
contrato de tracto sucesivo en el que las prestaciones de las partes no se agotan hasta el 
vencimiento -hasta ese momento se practican liquidaciones positivas/negativas y el cliente 
paga o recibe una cantidad-, el plazo de caducidad debe puede comenzar, al menos, en esa 
fecha y, no antes, por el ser el de consumación del contrato. Por ello es indiferente que el 
cliente haya podido tener conocimiento con anterioridad del error que determinó que otorgara 
su consentimiento, por ello, viciado pues dicho conocimiento no puede servir para adelantar el 
tiempo para el ejercicio de la acción que dispone el art. 1.301 CC. En consecuencia, el plazo 
de caducidad de cuatro años debe computarse en el presente caso desde del vencimiento del 
contrato lo que tuvo lugar el 28 de junio de 2013 por lo que cuando se interpuso la demanda el 
22 de junio de 2017, aún no había transcurrido el plazo cuatro años, aún cuando fuera a falta 
de muy pocos días. 
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TERCERO.- Desestimada la caducidad de la acción debe resolverse la pretensión de nulidad 
por vicio del consentimiento conforme a la doctrina expuesta por la sentencia del Pleno de la 
Sala Primera del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2014 que ha resumido posteriormente 
otras sentencias como la de 7 de julio de 2014 referida a la contratación de un swap. 

El fundamento de derecho quinto de la sentencia de 7 de julio de 2014 señala lo siguiente: 
“según se declaró en la STS nº 840/2013, la habitual desproporción que existe entre la entidad 
que comercializa servicios financieros y los clientes, derivada de la asimetría informativa sobre 
productos financieros complejos, es lo que ha determinado la necesidad de una normativa 
específica protectora del inversor no experimentado, que tiene su último fundamento en el 
principio de la buena fe negocial, a la que ya se había referido esta Sala en la STS nº 244/2013, 
también del Pleno, de 18 de abril de 2013, recurso nº 1979/2011 , en la que -aunque dictada en 
un proceso sobre un contrato de gestión discrecional de cartera de inversión concertado antes 
de la trasposición al ordenamiento jurídico español de la Directiva MiFID- se analizó el alcance 
de las obligaciones del profesional respecto del inversor y, en concreto, el elevado estándar de 
información exigible a la empresa que presta el servicio de inversión. Ahora esta Sala debe 
reiterar en la presente sentencia los criterios de interpretación y aplicación de esa normativa y 
la incidencia de su incumplimiento en la apreciación de error vicio del consentimiento. 

Conforme a esta línea jurisprudencial, el cliente debe ser informado por el banco, antes de la 
perfección del contrato, de los riesgos que comporta la operación especulativa, como una 
consecuencia del deber general de actuar conforme a las exigencias de la buena fe que se 
contienen en el artículo 7 CC, y para el cumplimiento de ese deber de información no basta 
con que esta sea imparcial, clara y no engañosa, sino que deberá incluir de manera 
comprensible información adecuada sobre los instrumentos financieros y las estrategias de 
inversión y también orientaciones y advertencias sobre los riesgos asociados a tales 
instrumentos o estrategias ( art. 79 bis LMV, apartados 2 y 3 ; art. 64 RD 217/2008 ). 

Para articular adecuadamente ese deber legal que se impone a la entidad financiera con la 
necesidad que el cliente minorista tiene de ser informado (conocer el producto financiero que 
contrata y los concretos riesgos que lleva asociados) y salvar así el desequilibrio de 
información que podría viciar el consentimiento por error, la normativa MiFID impone a la 
entidad financiera otros deberes que guardan relación con el conflicto de intereses que se da 
en la comercialización de un producto financiero complejo y, en su caso, en la prestación de 
asesoramiento financiero para su contratación, como son la realización del test de 
conveniencia -cuando la entidad financiera opera como simple ejecutante de la voluntad del 
cliente previamente formada, dirigido a evaluar si es capaz de comprender los riesgos que 
implica el producto o servicio de inversión que va a contratar-, y el test de idoneidad, cuando el 
servicio prestado es de asesoramiento financiero dirigido, además de a verificar la anterior 
evaluación, a efectuar un informe sobre la situación financiera y los objetivos de inversión del 
cliente para poder recomendarle ese producto. 

Para discernir si un servicio constituye o no un asesoramiento en materia financiera -lo que 
determinará la necesidad o no de hacer el test de idoneidad- no ha de estarse tanto a la 
naturaleza del instrumento financiero como a la forma en que este es ofrecido al cliente, 
valoración que debe realizarse con los criterios establecidos en el artículo 52 de la Directiva 
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2006/73 , que aclara la definición de servicio de asesoramiento financiero en materia de 
inversión del artículo 4.4 de la Directiva MiFID , según la doctrina fijada por la STJUE de 30 de 
mayo de 2013, caso Genil 48 S.L. (C-604/2011), conforme a la cual tendrá la consideración de 
asesoramiento en materia de inversión la recomendación de suscribir un swap realizada por la 
entidad financiera al cliente inversor " que se presente como conveniente para el cliente o se 
base en una consideración de sus circunstancias personales y que no esté divulgada 
exclusivamente a través de canales de distribución o destinada al público ". 

Además, en la STS nº 840/2013 esta Sala se refirió a la diferente función de ambas 
evaluaciones, distinguiendo la finalidad del test de conveniencia -que va dirigido a la valoración 
de los conocimientos (estudios y profesión) y la experiencia (frecuencia y volumen de 
operaciones) del cliente, con el objetivo de que la entidad financiera pueda hacerse una idea de 
sus competencias en materia financiera y pueda determinar si el cliente es capaz de 
comprender los riesgos que implica el producto o servicio de inversión para ser capaz de 
tomar decisiones de inversión con conocimiento de causa, en los términos que establece el 
artículo 73 RD 217/2008 -, de la finalidad del test de idoneidad -que procede, como se ha dicho, 
cuando se haya prestado un servicio de asesoramiento en materia de inversiones o de gestión 
de cartera mediante la realización de una recomendación personalizada-, en el que se suma el 
test de conveniencia (sobre conocimientos y experiencia en materia financiera del cliente) a un 
informe sobre su situación financiera (ingresos, gastos y patrimonio) y sus objetivos de 
inversión (duración prevista, perfil de riesgo y finalidad) para recomendarle los servicios o 
instrumentos que más le convengan, según especifica el artículo 72 del RD 217/2008. 

A partir de las anteriores consideraciones relativas al deber de información de la entidad 
financiera al cliente minorista en la contratación de productos complejos, en la STS nº 
840/2013 se fijó, tras analizarse en ella la reiterada doctrina de esta Sala sobre los requisitos 
del error vicio de consentimiento, la doctrina relativa a la incidencia del incumplimiento de ese 
deber en la apreciación del error vicio del consentimiento cuando haya un servicio de 
asesoramiento financiero, doctrina que se reitera en la presente sentencia y que puede 
resumirse en los siguientes puntos: 

1. El incumplimiento de los deberes de información no comporta necesariamente la existencia 
del error vicio pero puede incidir en la apreciación del mismo. 

2. El error sustancial que debe recaer sobre el objeto del contrato es el que afecta a los 
concretos riesgos asociados a la contratación del producto, en este caso el swap . 

3. La información -que necesariamente ha de incluir orientaciones y advertencias sobre los 
riesgos asociados a los instrumentos financieros (art. 79 bis 3 LMNV)- es imprescindible para 
que el cliente minorista pueda prestar válidamente su consentimiento, bien entendido que lo 
que vicia el consentimiento por error es la falta del conocimiento del producto y de sus riesgos 
asociados, pero no, por sí solo, el incumplimiento del deber de información. 

4. El deber de información que pesa sobre la entidad financiera incide directamente en la 
concurrencia del requisito de excusabilidad del error, pues si el cliente minorista estaba 
necesitado de esa información y la entidad financiera estaba obligada a suministrársela de 
forma comprensible y adecuada, entonces el conocimiento equivocado sobre los concretos 
riesgos asociados al producto financiero complejo contratado en que consiste el error le es 
excusable al cliente. 
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5 . En caso de incumplimiento de este deber, lo relevante para juzgar sobre el error vicio no es 
tanto la evaluación sobre la conveniencia de la operación en atención a los intereses del cliente 
minorista que contrata el swap, como si, al hacerlo, el cliente tenía un conocimiento suficiente 
de este producto complejo y de los concretos riesgos asociados al mismo; y la omisión del  
test que debía recoger esa valoración, si bien no impide que en algún caso el cliente goce de 
este conocimiento y por lo tanto no haya padecido error al contratar, permite presumir en el 
cliente la falta del conocimiento suficiente sobre el producto contratado y sus riesgos 
asociados que vicia el consentimiento; por eso la ausencia del test no determina por sí la 
existencia del error vicio, pero sí permite presumirlo.” 

CUARTO.- La citada sentencia de 7 de julio de 2014 en su fundamento de derecho sexto 
traslada la anterior doctrina al supuesto planteado ratificando la nulidad de los contratos por la 
existencia de error. Los argumentos expuestos por el alto tribunal son perfectamente aplicables 
al presente litigio dada la identidad que presentan los hechos enjuiciados en ambos 
procedimientos. 

En efecto, al igual que se entendió en aquel procedimiento, la entidad demandada no se limitó 
a ejecutar las órdenes que le dirigía el cliente sino que desarrolló un servicio de asesoramiento 
sin que sea obstáculo a ello que no se formalizara ningún contrato al efecto, tal y como se 
alega en la contestación. 

Dicha conclusión se obtiene a la vista de las manifestaciones del testigo que depuso en el 
juicio a instancia de la demandada pues, aunque admitió que la Sra. Martel fue quien acudió 
preocupada por la subida de los tipos de interés, reconoció que la cliente no fue quien solicitó 
contratar el swap sino que dicho producto le fue ofrecido por el empleado de la demandada 
como un instrumento adecuado para hacer frente a la subida del tipo de interés. 

De la anterior afirmación se desprende la obligación de la entidad demandada de prestar la 
información adecuada asegurándose no sólo de que el cliente fuera capaz de comprender los 
riesgos que implicaba el producto que iba a contratar, finalidad que ahora persigue el test de 
conveniencia, sino también examinar cuál era su situación financiera y los objetivos de 
inversión del cliente para poder recomendarle ese producto, verificando, por ejemplo, si estaba 
dispuesto a perder capital y en qué proporción o los productos en los que tiene diversificado 
sus ahorros, finalidad a la que responde actualmente el denominado test de idoneidad. 

La carga de prueba de todos estos extremos recae sobre la parte demandada conforme 
dispone el art. 217 LEC al haberse invocado en el escrito de contestación el correcto 
cumplimiento de sus obligaciones. Pues bien, la documental y testifical practicados a su 
instancia no permite extraer esa conclusión pues la actividad empresarial que desarrolla la 
demandante no permite atribuirle mayores conocimientos financieros que los que corresponde 
a una persona con cultura financiera media sin experiencia inversora pues, como resulta de la 
documental aportada como documento n.º 1 de la contestación, la Sra. Martel sólo ha 
contratado con la demandada cuentas corrientes, tarjetas de crédito y débito, préstamos 
hipotecario y planes de pensiones de características además claramente conservadoras. 
Además, aunque el testigo refirió que hasta la tercera reunión no se suscribió el contrato, que 
en el transcurso de dichas reuniones explicó el funcionamiento del contrato, que realizó 
simulaciones y sometió a la actora al test de conveniencia, en su declaración puede intuirse 
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que la explicación fue referida más bien a escenarios favorables al cliente sin que advirtiera 
claramente de los consecuencias en caso de caída del EURIBOR pues de no ser así no se 
explica que cuando fue preguntado sobre este extremo refiriera que “la gente no se 
preocupaba por no beneficiarse de las bajada del tipo de interés”. 

En cualquier caso la valoración de la prueba debe realizarse siguiendo la argumentación que 
expone la sentencia del Tribunal Supremo de 18 de abril de 2018 (sentencia nº 228/2018 - 
recurso: 2682/2015) que declara que “los deberes de información que pesan sobre la entidad 
prestadora de servicios financieros en el caso de que el cliente sea minorista, como en el 
presente lo era, (…) se traducen en una obligación activa que no se cumple con la puesta a 
disposición de la documentación contractual. La información, en especial, debe alcanzar a los 
riesgos que podrían derivarse de una caída drástica de los tipos de interés, como la habida a 
partir del año 2009. Esa información es imprescindible para que el cliente pueda prestar válido 
consentimiento contractual porque la falta de conocimiento del producto contratado y de los 
riesgos asociados al mismo determina una representación equivocada. El incumplimiento de 
los deberes de información, de acuerdo con esta jurisprudencia, permite presumir el error y 
lleva implícito que el cliente, de haber conocido los verdaderos costes o riesgos, no hubiera 
contratado (entre otras muchas sentencias, la citada)”. 

Y añade que “la formación necesaria para conocer la naturaleza, características y riesgos de 
un producto complejo y de riesgo como es el swap no es la del simple empresario, sino la del 
profesional del mercado de valores o, al menos, la del cliente experimentado en este tipo de 
productos (sentencias 579/2016, de 30 de septiembre, 549/2015, de 22 de octubre, 633/2015, 
de 19 de noviembre, 651/2015, de 20 de noviembre, 676/2015, de 30 de noviembre, 2/2017, de 
10 de enero, y 11/2017, de 13 de enero ). En consecuencia, no por tratarse de una empresa 
debe presumirse en sus administradores o representantes unos específicos conocimientos en 
materia bancaria o financiera (p. ej., sentencias 676/2015, de 30 de noviembre , 2/2017, de 10 
de enero y 11/2017, de 13 de enero ), y el conocimiento especializado exigible en la 
contratación de este tipo de productos financieros complejos «tampoco se puede deducir por 
el hecho de haber sido el encargado de relacionarse con los bancos para el tráfico normal de 
la empresa, debido a la propia sofisticación, singularidad y complejidad declarada del 
producto» ( sentencia 594/2016, de 5 de octubre ). 

Además, de acuerdo con esta jurisprudencia, el error contractual no se convalida ni por la 
cancelación del swap con objeto de impedir que se generen más pérdidas, ni por la existencia 
previa de liquidaciones negativas o positivas para el cliente, ni por la realización sucesiva de 
distintas permutas financieras. La sentencia 243/2017, de 20 de abril dice: «Que el cliente 
tuviera una voluntad cumplidora y abonase las correspondientes liquidaciones negativas no 
puede volverse en su contra para considerar que tales actuaciones tuvieron como finalidad y 
efecto la confirmación de los contratos viciados: lo que evidencia es su buena fe contractual y 
su voluntad de no convalidar el consentimiento erróneamente prestado».” 

Todo lo hasta ahora expuesto lleva a estimar la acción de anulabilidad ejercitada con carácter 
principal en la demanda declarando la nulidad del contrato al concurrir vicio del consentimiento    
y condenando a la entidad de crédito a restituir a la actora las cantidades percibidas tras 
liquidaciones practicadas lo que hace un total de 10.762,36 euros, todo ello con los intereses 
legales desde la fecha de los respectivos cargos por aplicación de lo dispuesto en el art. 1.303 
CC. 
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QUINTO.- De conformidad con el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al estimarse 
sustancialmente la demanda, procede condenar a la parte demandada a que abone las costas 
causadas a la demandante. 

Vistos los artículos citados y demás de general aplicación, 

FALLO 

Que estimando en lo sustancial la demanda interpuesta por Dña. X y 
D. X, representados por el Procurador D./Dña. Silvia González Pérez, contra BANCO 
SANTANDER, S.A., representado por el Procurador D./Dña. y, debo: 

1.- Declarar la nulidad del contrato “Intercambio de tipos de interés” suscrito por la Sra. X y la 
entidad demandada en fecha 22 de abril de 2008; 

2.- Condenar a la entidad demandada a que abone a la actora la cantidad de 10.762,36 euros 
más los intereses legales desde la fecha de los respectivos cargos; 

3.- Condenar a la entidad demandada al pago de las costas causadas a la demandante. 

Notifíquese esta resolución a las partes haciéndoles saber que contra la misma cabe 
interponer recurso de apelación mediante escrito presentado en este Juzgado en el plazo de 
veinte días y del que conocerá la Ilma. Audiencia Provincial de Las Palmas. 

La parte recurrente deberá constituir en la cuenta de Consignaciones y Depósitos de este 
Juzgado el depósito de 50 euros establecido en la Disposición Adicional Decimoquinta de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, requisito que deberá acreditar al interponer el recurso de 
apelación. 

Así, por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 
 
 

EL/LA Magistrado-Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


